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Usted podrá consultar todos los precedentes, tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario 

Judicial de la Federación, en: https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html  
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación, sistematización y difusión de los 

criterios obligatorios y relevantes emitidos por los órganos competentes del Poder Judicial de la Federación, 

a través de la publicación semanal de tesis jurisprudenciales, tesis aisladas y sentencias en la página de 

Internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Los viernes de cada semana se publicarán las tesis jurisprudenciales y aisladas del Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, de sus Salas, de los Plenos Regionales y de los Tribunales Colegiados de Circuito; así 

como las sentencias dictadas en controversias constitucionales, en acciones de inconstitucionalidad y en 

declaratorias generales de inconstitucionalidad, así como la demás información que se estime pertinente 

difundir a través de dicho medio digital. 

 
 
 
 

TESIS SEPTIEMBRE 
 
 
 

Registro digital: 2027092 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal 

Tesis: 1a./J. 102/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA DE PRISIÓN. LOS JUZGADORES DEL SISTEMA PENAL MIXTO 
DEBEN FUNDAR Y MOTIVAR LA SENTENCIA CUANDO FIJAN UN GRADO DE CULPABILIDAD 
EQUIDISTANTE ENTRE LA MÍNIMA Y LA MEDIA, MÁS CERCANA A LA PRIMERA. 
 
Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a conclusiones divergentes al 
determinar si en el proceso penal mixto, las autoridades jurisdiccionales penales al individualizar la 
pena tienen o no la obligación de fundar y motivar su determinación cuando fijen un grado de 
culpabilidad equidistante entre la mínima y la media, más cercana a la primera. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que en el 
proceso penal mixto, las autoridades jurisdiccionales al individualizar la pena de prisión tienen la 
obligación de fundar y motivar la sentencia definitiva cuando determinen un grado de culpabilidad 
equidistante entre la mínima y la media, más cercana a la primera. 
 

 

PRECEDENTES Y TESIS RELEVANTES DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  

DEL 25 DE AGOSTO AL 8 DE SEPTIEMBRE DE 2023 
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Justificación: Acorde con el principio de legalidad, el deber de fundar y motivar las determinaciones 
es inherente a todas las autoridades, de conformidad con lo establecido en el primer párrafo del 
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En el caso de las 
resoluciones judiciales, éstas deben cumplir con los principios de debido proceso y de legalidad 
establecidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución General. Ello es así, pues, por un lado, los 
juzgadores tienen la obligación de decidir las controversias sometidas a su conocimiento, tomando 
en consideración todos y cada uno de los puntos materia del debate; y, por otro, porque todo acto 
de autoridad debe estar debidamente fundado y motivado. Ahora bien, la individualización de la 
sanción es un razonamiento jurídico que realiza el Juez penal para establecer el grado de 
culpabilidad del procesado. De acuerdo con ese grado, se determina el tiempo de la pena de prisión 
a imponer, a través de una operación aritmética que toma como base la pena de prisión que, bajo 
un parámetro mínimo y un máximo, el legislador establece por la comisión de un delito. Es por ello, 
que debe existir congruencia entre el grado de culpabilidad fijado y lo que finalmente se impone 
como pena de prisión. Es cierto que los juzgadores cuentan con el arbitrio judicial para individualizar 
las penas, no obstante, éste se encuentra limitado conforme a las pautas normativas para regular 
su criterio, evitando de este modo que impongan alguna pena por analogía o mayoría de razón. En 
el sistema penal mexicano, estas reglas quedan determinadas en las diversas legislaciones penales 
para cada entidad y a nivel federal. La relevancia de la motivación y fundamentación de las 
resoluciones judiciales involucra la posibilidad de recurrir el fallo. Cualquier transgresión a ese deber 
de fundar y motivar a cargo del Juez debe ser analizada con todo rigor. Lo anterior, es acorde con lo 
establecido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el sentido de que las decisiones 
que puedan afectar derechos humanos deben estar debidamente fundamentadas, pues de lo 
contrario serían decisiones arbitrarias. En materia penal, el deber de motivación es una de las 
debidas garantías incluidas en el artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
para salvaguardar el derecho a un debido proceso, no sólo del inculpado, sino de las víctimas en 
relación con sus derechos de acceso a la justicia y a conocer la verdad, en relación con el artículo 25 
de dicha Convención. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Contradicción de criterios 417/2022. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo 
Circuito. 14 de junio de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito, 
al resolver el amparo directo 480/2017, el cual dio origen a la tesis aislada VIII.2o.P.A.8 P (10a.), de 
título y subtítulo: "INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA. LA IMPOSICIÓN DE LA PRISIÓN AL 
SENTENCIADO EN UN GRADO INFERIOR A LA EQUIDISTANTE ENTRE LA MÍNIMA Y LA MEDIA, NO 
REQUIERE DE MAYOR FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación el viernes 17 de agosto de 2018 a las 10:25 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 57, agosto de 2018, Tomo III, página 2859, con número de 
registro digital: 2017624; y, 
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El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el amparo directo 
230/2022, en el que sostuvo que la autoridad sí está obligada a señalar y fundar las razones por las 
cuales estima que el grado de punibilidad se establece por debajo de la equidistante entre la mínima 
y la media, esto es, cercano al mínimo, ya que la discrecionalidad de las Juezas y Jueces para 
determinar las penas se encuentra demarcada por el legislador. Por tanto, para demostrar que el 
quántum de la pena resulta congruente con el grado de reproche del inculpado, los juzgadores 
deben fundar y motivar su determinación, a fin de respetar el artículo 16 constitucional, así como 
el principio de exacta aplicación de la ley penal y el derecho a la reinserción social. Al respecto, 
señaló que no pasaba por alto la jurisprudencia 246 de la Primera Sala de rubro: "PENA MÍNIMA NO 
OBLIGATORIA."; sin embargo, sólo cuando se fija el grado de culpabilidad en el punto mínimo, no se 
obliga a su razonamiento, siendo éste el único supuesto de excepción. 
 
Tesis de jurisprudencia 102/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de nueve de agosto de dos mil veintitrés.  
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 246 citada, aparece publicada en el Apéndice del Semanario Judicial 
de la Federación 1917-2000, Tomo II, Materia Penal, página 182, con número de registro digital: 
904227. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de septiembre de 2023 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de 
septiembre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 
 

 

Registro digital: 2027159 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 110/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
CONCUBINATO. EL ARTÍCULO 193 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE TABASCO, AL 
DETERMINAR DE MANERA ABSOLUTA QUE LAS REGLAS RELATIVAS A LA SOCIEDAD CONYUGAL 
SON APLICABLES AL CONCUBINATO, VULNERA EL DERECHO DE LIBRE DESARROLLO DE LA 
PERSONALIDAD Y A LA LIBRE AUTODETERMINACIÓN DE LOS CONCUBINOS. 
 
Hechos: Una mujer demandó en la vía ordinaria civil la terminación de la relación de concubinato; 
la declaración de la división de la sociedad que formó, solicitando a su favor el 50 % (cincuenta por 
ciento) de los muebles e inmuebles que se adquirieron durante el concubinato; así como el pago de 
una pensión alimenticia provisional y en su momento definitiva. En primera instancia se consideró 
que existía una causa de improcedencia de la acción. Inconforme, la actora interpuso recurso de 
apelación, en el cual se revocó la sentencia y condenó al demandado al pago de las prestaciones 
reclamadas. En contra de esa resolución, la parte demandada promovió juicio de amparo directo en 
el que alegó la inconstitucionalidad del artículo 193 del Código Civil para el Estado de Tabasco, en 
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su porción normativa: "Lo anterior es aplicable a las relaciones de contenido patrimonial existentes 
entre el concubinario y la concubina". El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó el 
amparo; en contra de esta determinación, el quejoso interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el 
artículo 193 del Código Civil para el Estado de Tabasco en su porción normativa: "Lo anterior es 
aplicable a las relaciones de contenido patrimonial existentes entre el concubinario y la concubina", 
al imponer de manera absoluta el régimen de sociedad conyugal al concubinato, vulnera los 
derechos de libre desarrollo de la personalidad y a la libre autodeterminación de los concubinos, así 
como atenta contra la naturaleza del concubinato. 
 
Justificación: El artículo 193 del Código Civil para el Estado de Tabasco prevé que las reglas relativas 
a la sociedad conyugal son aplicables al concubinato; equiparó la falta de expresión de voluntad 
para decidir el régimen patrimonial aplicable al matrimonio o la falta de formalidades debidas que 
requiere la ley para la celebración de éste, como una situación análoga al concubinato. Esto es, para 
el legislador, la falta de expresión por parte de los cónyuges sobre si el matrimonio se regirá por la 
sociedad conyugal o por la separación de bienes, así como la falta de formalidades exigidas para su 
conformación, es un supuesto equiparable a la falta de formalidades que caracteriza a una unión de 
hecho como el concubinato y, por ello, ambas situaciones deben producir las mismas consecuencias 
patrimoniales. Sin embargo, dicha equiparación es una falsa equivalencia porque, por un lado, para 
el matrimonio la aplicación del régimen patrimonial de la sociedad conyugal es una consecuencia 
que deviene de manera supletoria ante el silencio de los cónyuges o la falta de formalidades para el 
perfeccionamiento de dicho acto jurídico; en cambio, de la lectura del artículo impugnado se 
advierte que la aplicación del régimen de sociedad conyugal ante la falta de un convenio entre los 
concubinos, se trata de una consecuencia inmediata. Por ello, dicha medida no resulta razonable ni 
proporcional con el fin constitucional que persigue, pues si la intención del legislador era 
implementar un régimen patrimonial en el concubinato a fin de proteger económicamente a las 
personas que a través de esa institución forman uniones de hecho que dan origen a una familia, en 
todo caso, debió darles la opción de elegir qué tipo de régimen patrimonial querían, ajustándose a 
su proyecto de vida, pues al no darles esa posibilidad, dicha medida limita de manera innecesaria el 
derecho a la libre autodeterminación dentro del libre desarrollo de la personalidad; pues el 
concubinato, al ser una unión de hecho, se ha caracterizado por no tener un régimen patrimonial, 
lo que no impide que el legislador, en aras de proteger a la familia, introduzca al concubinato 
consecuencias patrimoniales, sin embargo, debe dar a los concubinos la posibilidad de elegir el tipo 
de régimen patrimonial que desean tener, incluyendo necesariamente la separación de bienes por 
ser la que más se ajusta a la naturaleza del concubinato. Por ello, si el artículo impugnado establece 
que las relaciones de contenido patrimonial existentes entre el concubino y la concubina se regirán 
por las disposiciones relativas a la sociedad conyugal, es evidente que dicha determinación es 
contraria al derecho a la libre autodeterminación y libre desarrollo de la personalidad. Además, de 
que trastoca la naturaleza jurídica del concubinato, pues una de las razones por las cuales dos 
personas deciden conformar un concubinato es para evitar, conforme a un plan de vida propio, la 
carga de obligaciones que suponen otros tipos de unión como el matrimonio, siendo que la manera 
en la que se pueden evitar dichas cargas es mediante una unión de hecho que no requiera de una 
expresión de voluntad formal y expresa que produzca determinadas consecuencias jurídicas. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 6255/2022. 24 de mayo de 2023. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 
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concurrente, y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: 
Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Fernando Sosa Pastrana. 
 
Tesis de jurisprudencia 110/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de treinta de agosto de dos mil veintitrés. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de 
septiembre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2027175 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 112/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
DETENCIÓN ADMINISTRATIVA MIGRATORIA. PARA EVITAR QUE SEA ARBITRARIA, SU DURACIÓN 
DEBE SER MENOR A TREINTA Y SEIS HORAS Y LA IMPOSICIÓN DE LA MEDIDA DEBE CUMPLIR CON 
LOS REQUISITOS DE RAZONABILIDAD, NECESIDAD Y PROPORCIONALIDAD. 
 
Hechos: Diversas personas migrantes fueron detenidas en una estación migratoria por autoridades 
adscritas al Instituto Nacional de Migración, por un periodo superior a treinta y seis horas, para 
averiguar su situación de regularidad dentro del territorio nacional. En contra de esa detención, 
entre otros actos reclamados, las personas migrantes presentaron demanda de amparo indirecto. 
El Juzgado de Distrito del conocimiento resolvió, por una parte, sobreseer en el juicio de amparo y, 
por otra, concederlo. Contra esa determinación, las partes interpusieron recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que para 
evitar que una detención administrativa migratoria sea arbitraria debe I) ser menor al plazo de 
treinta y seis horas y II) debe cumplir con los requisitos de: 1) razonabilidad, que es un criterio de 
evaluación objetivo; 2) necesidad; y 3) proporcionalidad, que son criterios de evaluación subjetivos. 
La razonabilidad exige que la detención sea impuesta en cumplimiento de un fin legítimo en cada 
caso individual, que tiene que estar estipulado expresamente en la legislación, y definir y enlistar 
exhaustivamente las razones consideradas como fines justificadores. La necesidad exige que la 
detención sea indispensable para cumplir el fin legítimo y que, en las circunstancias individuales del 
caso, no exista otra menos restrictiva de los derechos de la persona afectada. Y, la proporcionalidad 
reclama que el Estado alcance un balance entre la gravedad de la medida y la situación de la persona 
migrante en cuestión. 
 
Justificación: Lo anterior, toda vez que el derecho a la libertad personal no es absoluto, pues puede 
haber escenarios en los que se encuentre justificada su restricción, como sucede con la facultad del 
Estado mexicano para establecer medidas tendentes a regular la entrada, admisión y expulsión de 
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personas migrantes en territorio nacional. De ahí que, para una detención en este contexto, en aras 
de evitar su arbitrariedad, debe ser aplicada como medida excepcional, por el periodo más breve y 
sólo si se justifica por una finalidad legítima. Siempre que ésta sea acorde al artículo 21 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual mandata que ningún acto privativo 
de la libertad de las personas por razones administrativas puede exceder del periodo máximo de 
treinta y seis horas. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 388/2022. Ramón Ricardo Mendoza Verdecia y otros. 15 de marzo de 2023. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente, y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien formuló voto aclaratorio, concurrente y particular. Ponente: Ministro Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz. 
 
Tesis de jurisprudencia 112/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de treinta de agosto de dos mil veintitrés. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de 
septiembre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2027177 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 111/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
DETENCIONES ADMINISTRATIVAS MIGRATORIAS. EL ARTÍCULO 111 DE LA LEY DE MIGRACIÓN, EN 
LAS PORCIONES NORMATIVAS "QUINCE DÍAS HÁBILES" Y "SESENTA DÍAS HÁBILES", ES 
INCONSTITUCIONAL. 
 
Hechos: Diversas personas migrantes fueron detenidas en una estación migratoria por autoridades 
adscritas al Instituto Nacional de Migración, por un periodo superior a treinta y seis horas, para 
averiguar su situación de regularidad dentro del territorio nacional. En contra de esa detención, 
entre otros actos reclamados, las personas migrantes presentaron demanda de amparo indirecto. 
El Juzgado de Distrito del conocimiento resolvió, por una parte, sobreseer en el juicio de amparo y, 
por otra, concederlo. Contra esa determinación, las partes interpusieron recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el 
artículo 111 de la Ley de Migración, en las porciones normativas "quince días hábiles" y "sesenta 
días hábiles", es inconstitucional, toda vez que las detenciones administrativas migratorias no 
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pueden exceder el límite temporal marcado por el artículo 21 constitucional de treinta y seis horas 
a partir de la presentación de la persona migrante. 
 
Justificación: La temporalidad máxima que autoriza la Constitución para la privación de la libertad 
de una persona por conductas ajenas a la materia penal es de treinta y seis horas, en términos del 
artículo 21 constitucional. En esta medida, sería irrazonable que se permitiera una privación de la 
libertad mayor a este plazo por el incumplimiento a normas migratorias. Por ello, el artículo 111 de 
la Ley de Migración resulta inconstitucional en las porciones normativas "quince días hábiles" y 
"sesenta días hábiles", pues justamente habilitan una detención por estos periodos de tiempo que 
sobrepasan el plazo de treinta y seis horas. Además, estas porciones normativas obstaculizan en 
perjuicio de las personas migrantes el ejercicio de su derecho humano a una tutela jurisdiccional 
efectiva, reconocido por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en relación con los diversos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues la 
persona migrante al estar privada de su libertad se encuentra formal y materialmente imposibilitada 
para acceder a un tribunal, independiente e imparcial, con el propósito de defender sus derechos. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 388/2022. Ramón Ricardo Mendoza Verdecia y otros. 15 de marzo de 2023. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente, y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien formuló voto aclaratorio, concurrente y particular. Ponente: Ministro Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz. 
 
Tesis de jurisprudencia 111/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de treinta de agosto de dos mil veintitrés. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de 
septiembre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2027178 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa, Constitucional 

Tesis: 1a. XXIII/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 
 
DETENCIONES ADMINISTRATIVAS MIGRATORIAS. FACTORES DE RIESGO GRAVE PARA LA 
SEGURIDAD NACIONAL, EL ORDEN PÚBLICO O DERECHOS Y LIBERTADES DE TERCERAS PERSONAS 
POR EL INGRESO ILÍCITO DE PERSONAS MIGRANTES EN TERRITORIO NACIONAL. 
 
Hechos: Diversas personas migrantes fueron detenidas en una estación migratoria por autoridades 
adscritas al Instituto Nacional de Migración, por un periodo superior a treinta y seis horas, para 
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averiguar su situación de regularidad dentro del territorio nacional. En contra de esa detención, 
entre otros actos reclamados, las personas migrantes presentaron demanda de amparo indirecto. 
El Juzgado de Distrito del conocimiento resolvió, por una parte, sobreseer en el juicio de amparo y, 
por otra, concederlo. Contra esa determinación, las partes interpusieron recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que las 
autoridades migratorias competentes están facultadas para decidir si la circulación de una persona 
migrante en territorio nacional puede representar un factor de riesgo grave para la seguridad 
nacional, el orden público o los derechos y libertades de terceras personas como consecuencia de 
su ingreso ilícito a territorio nacional. En este caso, dichas autoridades están obligadas a definir la 
gravedad que esa circulación representa para la seguridad del país, así como la temporalidad y las 
condiciones de su alojamiento, para lo cual deberán hacer un análisis escrupuloso de las 
características individuales de la persona migrante afectada. Así, la decisión de las autoridades debe 
estar debidamente fundada y motivada, para lo cual deberá: (1) justificar que se trata de una medida 
razonable, necesaria y proporcional; y, (2) demostrar que existe una amenaza presente, directa e 
imperativa que justifica el alojamiento o detención de la persona migrante en cuestión. 
 
Justificación: Lo anterior, toda vez que el Poder Legislativo no ha emitido una lista limitativa de los 
supuestos fácticos de "riesgo grave" que justifiquen el alojamiento de personas en estaciones 
migratorias, como podrían ser la comisión de un delito en su país de origen o la transmisión de 
enfermedades epidémicas. Entonces, hasta en tanto el legislador no emita esa lista de supuestos de 
riesgo grave para la seguridad nacional, corresponde a las autoridades migratorias su definición, 
mediante la emisión de una resolución debidamente fundada y motivada. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 388/2022. Ramón Ricardo Mendoza Verdecia y otros. 15 de marzo de 2023. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente en el que se separa de 
las consideraciones contenidas en la presente tesis, y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
aclaratorio, concurrente y particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 

 
 

Registro digital: 2027179 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa, Constitucional 

Tesis: 1a. XXII/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 
 
DETENCIONES ADMINISTRATIVAS MIGRATORIAS. INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 
111 DE LA LEY DE MIGRACIÓN. 
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Hechos: Diversas personas migrantes fueron detenidas en una estación migratoria por autoridades 
adscritas al Instituto Nacional de Migración, por un periodo superior a treinta y seis horas, para 
averiguar su situación de regularidad dentro del territorio nacional. En contra de esa detención, 
entre otros actos reclamados, las personas migrantes presentaron demanda de amparo indirecto. 
El Juzgado de Distrito del conocimiento resolvió, por una parte, sobreseer en el juicio de amparo y, 
por otra, concederlo. Contra esa determinación, las partes interpusieron recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el 
artículo 111 de la Ley de Migración debe interpretarse, en primer lugar, en el sentido de que el 
alojamiento de personas extranjeras en estaciones migratorias en ningún supuesto puede exceder 
del periodo de treinta y seis horas a partir de su presentación, de acuerdo con lo previsto en el 
párrafo cuarto del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y, en 
segundo lugar, en el sentido de que ese alojamiento sólo se encuentra justificado si se actualiza 
alguno de los supuestos normativos previstos por el mismo artículo, a saber: (i) por inexistencia de 
información fehaciente sobre su identidad y/o nacionalidad, o existencia de dificultad para la 
obtención de documentos de identidad y viaje; (ii) si los consulados o secciones consulares del país 
de origen o residencia requieren tiempo mayor para la expedición de los documentos de identidad 
y viaje; (iii) por existencia de impedimento para su tránsito en terceros países u obstáculo para 
establecer el itinerario de viaje al destino final; (iv) por existencia de enfermedad o discapacidad 
física o mental médicamente acreditada que imposibilite viajar a la persona migrante presentada; 
y, (v) si se hubiere interpuesto un recurso administrativo o judicial en que se reclamen cuestiones 
inherentes a su situación migratoria en territorio nacional, o juicio de amparo y exista prohibición 
expresa de la autoridad competente para que la persona extranjera pueda ser trasladada o para que 
pueda abandonar el país. 
 
Justificación: Lo anterior toda vez que, por un lado, ningún acto privativo de la libertad de las 
personas por razones administrativas puede exceder del periodo máximo de treinta y seis horas de 
acuerdo con lo establecido en el párrafo cuarto del artículo 21 constitucional; y, por otro, en la 
medida en que las detenciones administrativas migratorias, para evitar su arbitrariedad y cumplir 
con el requisito de razonabilidad, deben imponerse frente a la actualización de un fin legítimo que 
atienda a las circunstancias de cada caso en concreto, el cual debe encontrarse estipulado 
expresamente por la legislación del Estado, en la que se definan y enlisten exhaustivamente las 
razones consideradas como justificadores de la privación respectiva. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 388/2022. Ramón Ricardo Mendoza Verdecia y otros. 15 de marzo de 2023. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente en el que se separa de 
las consideraciones contenidas en la presente tesis, y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
aclaratorio, concurrente y particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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Registro digital: 2027180 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa, Constitucional 

Tesis: 1a. XXVI/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 
 
DETENCIONES ADMINISTRATIVAS MIGRATORIAS. INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 
121, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY DE MIGRACIÓN, EN SU PORCIÓN NORMATIVA 
"PERMANECERÁ PRESENTADO EN LA ESTACIÓN MIGRATORIA". 
 
Hechos: Diversas personas migrantes fueron detenidas en una estación migratoria por autoridades 
adscritas al Instituto Nacional de Migración, por un periodo superior a treinta y seis horas, para 
averiguar su situación de regularidad dentro del territorio nacional. En contra de esa detención, 
entre otros actos reclamados, las personas migrantes presentaron demanda de amparo indirecto. 
El Juzgado de Distrito del conocimiento resolvió, por una parte, sobreseer en el juicio de amparo y, 
por otra, concederlo. Contra esa determinación, las partes interpusieron recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que una vez 
superado el periodo de treinta y seis horas para la detención de una persona en una estación 
migratoria, conforme al párrafo cuarto del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, corresponde al Instituto Nacional de Migración otorgarle la condición de 
"estancia de visitante con permiso para recibir una remuneración en el país" mientras subsista el 
supuesto por el que se le otorgó y garantizar la conclusión del procedimiento administrativo 
migratorio en ejercicio de su libertad absoluta. Una vez agotada esa condición, el mismo Instituto 
deberá determinar su situación migratoria definitiva; incluso, su retorno asistido o deportación. 
 
Justificación: Lo anterior, toda vez que el alojamiento de personas extranjeras en estaciones 
migratorias a partir de su presentación no puede exceder el periodo máximo de treinta y seis horas 
establecido en el artículo 21 constitucional; periodo máximo de detención que debe interpretarse 
sistemáticamente con el artículo 121, párrafo segundo, de la Ley de Migración, que dispone que la 
persona extranjera sujeta a un procedimiento administrativo migratorio permanecerá presentada 
en la estación migratoria respectiva, en observancia a lo dispuesto por el diverso artículo 111. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 388/2022. Ramón Ricardo Mendoza Verdecia y otros. 15 de marzo de 2023. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidentes: 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto aclaratorio, concurrente y particular, y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: 
Pablo Francisco Muñoz Díaz. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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Registro digital: 2027184 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 1a./J. 117/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
FACULTAD DE REVISIÓN MIGRATORIA DENTRO DEL TERRITORIO NACIONAL. ES 
INCONSTITUCIONAL CUANDO LA AMPLITUD Y GENERALIDAD CON LA QUE SE REGULA HACE 
NUGATORIO EL DERECHO A LA LIBERTAD DE TRÁNSITO. 
 
Hechos: Tres personas indígenas mexicanas fueron detenidas por agentes adscritos al Instituto 
Nacional de Migración en el marco de una revisión migratoria realizada en el Estado de Querétaro. 
A pesar de que las personas mostraron sus documentos de identificación, las autoridades 
consideraron que eran falsos, pues asumieron que en realidad eran personas de nacionalidad 
guatemalteca. Por esta razón, las personas fueron detenidas, presentadas y alojadas en una estación 
migratoria, lo que dio inicio al procedimiento administrativo correspondiente. Las personas 
promovieron un juicio de amparo indirecto en el que, entre otras cuestiones, reclamaron la 
inconstitucionalidad de distintos preceptos de la Ley de Migración, vigente al momento de los 
hechos, por considerar que vulneraban el derecho a la igualdad y no discriminación, el derecho al 
libre tránsito y el derecho a la libertad personal. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio de amparo, 
lo cual fue impugnado mediante recurso de revisión. El Tribunal Colegiado del conocimiento levantó 
el sobreseimiento y reservó jurisdicción a esta Suprema Corte para conocer de los temas 
constitucionales. 
 
Criterio jurídico: Los artículos 97 y 98 de la Ley de Migración, que facultan al Instituto Nacional de 
Migración para llevar a cabo revisiones de carácter migratorio dentro del territorio nacional a efecto 
de comprobar la situación migratoria de las personas extranjeras, resultan inconstitucionales por 
vulnerar el derecho al libre tránsito toda vez que, dada su generalidad y amplitud, se traducen en 
una norma sobreinclusiva que afecta tanto a personas mexicanas como a extranjeras. 
 
Justificación: El artículo 11 constitucional reconoce el derecho a la libertad de tránsito, el cual 
implica que toda persona puede entrar o salir del país y viajar por su territorio, sin necesidad de 
carta de seguridad, permiso o autorización. De acuerdo con el citado precepto constitucional, este 
derecho únicamente podrá limitarse, entre otras razones, por la autoridad administrativa de 
acuerdo con lo previsto en las leyes en materia de migración. 
Sin embargo, estas limitaciones no pueden ser absolutas o arbitrarias, sino que deben ser acordes 
con el marco constitucional y convencional en materia de derechos humanos. 
En ese sentido, el hecho de que la Ley de Migración prevea una revisión migratoria que puede ser 
aplicada a cualquier persona, en cualquier parte del territorio nacional y en cualquier momento, 
hace prácticamente nugatorio el ejercicio del derecho a la libertad personal deambulatoria y de 
tránsito. 
Esto es así, debido a que la Ley de Migración fija las condiciones para que toda persona, en el interior 
del territorio nacional, pueda ser sujeta a una restricción provisional a su libertad de circulación y 
tránsito para efectos de llevar a cabo una revisión, sin que exista una razón suficiente y objetiva que 
justifique tal actuar. En este sentido, el único acto que lleva a cabo la persona que resiente la revisión 
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es transitar por el territorio en el momento y lugar exactos en donde la autoridad administrativa 
decidió realizar el proceso de revisión migratoria. 
Lo anterior evidencia que la medida legislativa analizada es sobreinclusiva, ya que la única manera 
de solventar una revisión migratoria es que las personas que sean sujetas a la misma acrediten ante 
la autoridad migratoria su nacionalidad mexicana o su legal estancia dentro del territorio; lo que 
prácticamente las obliga a portar una identificación o documentación migratoria en todo momento, 
así como a acceder a las peticiones de identificarse ante la autoridad sin mayores elementos que su 
simple tránsito por un determinado territorio. 
Esta obligación de identificación debe cumplirse no sólo por las personas extranjeras, sino también 
por las nacionales, lo cual resulta claramente contrario a lo dispuesto por el propio artículo 11 
constitucional, del que no se desprende en ningún momento el deber de portar documentos de 
identificación dentro del territorio nacional. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 275/2019. 18 de mayo de 2022. Mayoría de cuatro votos en relación con la 
inconstitucionalidad de los artículos 97 y 98 de la Ley de Migración, vigente al momento de los 
hechos, de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat. Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto particular. Ponente: 
Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
 
Tesis de jurisprudencia 117/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de seis de septiembre de dos mil veintitrés.  
Esta tesis se publicó el viernes 08 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de 
septiembre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2027185 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 1a./J. 118/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
FACULTAD DE REVISIÓN MIGRATORIA DENTRO DEL TERRITORIO NACIONAL. ES 
INCONSTITUCIONAL CUANDO LA AMPLITUD Y GENERALIDAD CON LA QUE SE REGULA TENGA 
POTENCIAL DE GENERAR UNA DISCRIMINACIÓN INDIRECTA EN PERJUICIO DE LAS PERSONAS 
INDÍGENAS Y AFROMEXICANAS. 
 
Hechos: Tres personas indígenas mexicanas fueron detenidas por agentes adscritos al Instituto 
Nacional de Migración en el marco de una revisión migratoria realizada en el Estado de Querétaro. 
A pesar de que las personas mostraron sus documentos de identificación, las autoridades 
consideraron que eran falsos, pues asumieron que en realidad eran personas de nacionalidad 
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guatemalteca. Por esta razón, las personas fueron detenidas, presentadas y alojadas en una estación 
migratoria, lo que dio inicio al procedimiento administrativo correspondiente. Las personas 
promovieron un juicio de amparo indirecto en el que, entre otras cuestiones, reclamaron la 
inconstitucionalidad de distintos preceptos de la Ley de Migración, vigente al momento de los 
hechos, por considerar que vulneraban el derecho a la igualdad y no discriminación, el derecho al 
libre tránsito y el derecho a la libertad personal. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio de amparo, 
lo cual fue impugnado mediante recurso de revisión. El Tribunal Colegiado del conocimiento levantó 
el sobreseimiento y reservó jurisdicción a esta Suprema Corte para conocer de los temas 
constitucionales. 
 
Criterio jurídico: Los artículos 97 y 98 de la Ley de Migración que facultan a la autoridad migratoria 
para realizar revisiones en cualquier momento y en zonas diferentes a las de ingreso y salida del 
país, es decir, que otorgan atribuciones para limitar dentro del territorio nacional el derecho a la 
libre circulación y tránsito, resultan inconstitucionales pues, dada su amplitud y generalidad, 
posibilitan que se genere una discriminación indirecta en perjuicio de las personas indígenas y 
afromexicanas, ya que se ven afectadas de forma desproporcional. 
 
Justificación: Para tener por actualizada una discriminación normativa indirecta se debe acreditar: 
la existencia de una norma o criterio aparentemente neutral; que esa norma afecte negativamente 
o de forma desproporcionada a un grupo social en comparación con otros que se ubiquen en una 
situación análoga o notablemente similar; y, que no exista una justificación objetiva y razonable de 
ese impacto desproporcional de acuerdo con la Constitución. 
En el caso de los artículos 97 y 98 de la Ley de Migración, que regulan la revisión migratoria, es 
posible observar que se trata de una norma aparentemente neutra, ya que cumple con las 
características de ser abstracta e impersonal, toda vez que va dirigida a todas las personas que se 
encuentren dentro del territorio nacional. Además, establece los requisitos necesarios para llevarse 
a cabo, a saber: que la orden esté fundada y motivada; que sea expedida por el Instituto Nacional 
de Migración; y que se precise a la persona responsable de la diligencia, el personal asignado para 
su realización, la duración de la revisión y la zona geográfica o el lugar en el que se efectuará. 
Sin embargo, conforme a lo dispuesto por el artículo 11 de la Constitución Política del País, no existe 
una obligación de portar documentos de identificación dentro del territorio nacional. Por lo tanto, 
para aplicar el contenido normativo referido, se abre la posibilidad de que las autoridades 
migratorias recurran a elementos relacionados con las características físicas o étnicas de las 
personas. 
Esto denota que las normas impugnadas tienen un impacto diferenciado y particularmente 
pernicioso en las personas indígenas y afromexicanas, ya que no puede desconocerse la 
composición pluricultural del país, la cual se sustenta en sus pueblos y comunidades indígenas y 
afromexicanas, quienes conforme al artículo 2o. constitucional, tienen derecho a conservar sus 
lenguas y tradiciones, lo que da lugar a que en muchas ocasiones las personas mexicanas no hablen 
español o lo hablen limitadamente. 
Por lo tanto, dada la falta de parámetros objetivos que permitan a las autoridades migratorias dar 
cumplimiento a la ley sin necesidad de atender a perfiles raciales, los artículos impugnados generan 
una discriminación normativa indirecta en perjuicio de las personas indígenas o afromexicanas, ya 
que posibilitan que se generen revisiones migratorias con base en aspectos tales como el origen 
étnico, color de piel o el idioma, lo cual no resulta legítimo aun bajo el argumento de continuar con 
un control migratorio dentro del territorio nacional. 
 
PRIMERA SALA. 
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Amparo en revisión 275/2019. 18 de mayo de 2022. Mayoría de cuatro votos en relación con la 
inconstitucionalidad de los artículos 97 y 98 de la Ley de Migración, vigente al momento de los 
hechos, de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat. Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto particular. Ponente: 
Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
 
Tesis de jurisprudencia 118/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de seis de septiembre de dos mil veintitrés.  
Esta tesis se publicó el viernes 08 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de 
septiembre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2027189 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 67/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
INTERÉS JURÍDICO EN EL JUICIO DE OTORGAMIENTO Y FIRMA DE ESCRITURA (ACCIÓN 
PROFORMA). NO LO TIENE LA PERSONA QUE RECLAMA SU FALTA DE LLAMAMIENTO 
OSTENTÁNDOSE COMO PROPIETARIA DEL INMUEBLE OBJETO DEL CONTRATO DE COMPRAVENTA. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron decisiones opuestas al 
determinar si tiene o no interés jurídico la persona que, al ostentarse como propietaria del 
inmueble, reclama la falta de llamamiento al juicio de otorgamiento y firma de escritura (acción 
proforma). 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que no tiene 
interés jurídico en el juicio de acción proforma la persona que se ostenta como propietaria del 
inmueble para reclamar su falta de llamamiento, ya que no le genera ningún perjuicio, pues en el 
juicio no se está dirimiendo un derecho real de propiedad sobre el inmueble, sino un derecho 
personal para la formalización de un contrato de compraventa, a través de una escritura pública. 
 
Justificación: La acción proforma prevista en los artículos 1833 y 2232 del Código Civil para el Distrito 
Federal (ahora Ciudad de México), así como en el diverso 27 del Código de Procedimientos Civiles 
para el Distrito Federal (ahora Ciudad de México), se refiere a la facultad que tienen cualquiera de 
las partes -si el consentimiento consta de manera fehaciente en un contrato-, a exigir que se le dé 
la forma legal a éste y en caso de que el demandado no lo haga, lo hará el Juez en su rebeldía. Esta 
acción es de naturaleza personal, ya que bajo ese título se pide el otorgamiento y firma del contrato 
-en el caso de compraventa de inmuebles-, porque aún se carece de la forma para ejercer el derecho 
y para su ejercicio debe regir el principio jurídico res inter alios acta, que significa que el contrato 
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base de la acción sólo obligaría a las partes contratantes y no a terceras ajenas; en tanto que el fin 
que se busca con su tramitación es únicamente dar forma al contrato con la obtención de la escritura 
relativa y obtener el pleno derecho sobre la cosa, no de manera directa, sino con base en el 
documento en el que se describa el acto jurídico, el cual es necesario para contar con un derecho 
real y poder ejercer otro tipo de acciones. Luego, si al tener conocimiento de alguna resolución 
dictada por autoridad judicial competente, una persona considera que le puede causar algún 
perjuicio y por ello pueda ser parte en un juicio de acción proforma, es necesario que se satisfaga el 
requisito de interés jurídico en dicho juicio, esto es, debe generarle algún perjuicio el acto 
reclamado; lo cual no sucede cuando ésta se ostenta como propietaria del inmueble, porque el fin 
que se busca con la tramitación de la acción proforma es que se dé forma al contrato con la 
obtención de la escritura relativa, pero no que se reconozca un derecho real de propiedad del 
inmueble, que es lo que sí le generaría perjuicio. 
 
PRIMERA SALA. 
Contradicción de tesis 158/2021. Entre los sustentados por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias 
Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito. 1 de marzo de 2023. Mayoría de tres votos de los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: 
Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto particular, y 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García Sarubbi. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 79/2020, en el que determinó que la acción de 
otorgamiento y firma de escritura o proforma que faculta al perjudicado, por falta de título legal, 
para exigir del obligado la expedición del documento correspondiente, se trata de una acción 
personal que sólo afecta a las partes involucradas en el contrato; por lo que la propiedad del 
inmueble no constituye un elemento de la acción proforma, ni lo determinado sobre ella puede 
tener trascendencia sobre los derechos de terceras personas, ya que únicamente vincula a las partes 
involucradas con esa acción. En ese contexto, si en vía de amparo una persona se ostenta como 
tercero extraño, aduciendo que tiene interés jurídico porque en el juicio natural se demandó el 
otorgamiento y firma de la escritura sobre un bien que señala ser de su propiedad; entonces, el 
derecho de audiencia, que refiere no se respetó, radica en un derecho real distinto al que se 
persiguió con la acción personal proforma, propiedad que no podría analizarse dentro de la acción 
personal pues se desnaturalizaría; y, 
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito al resolver el 
amparo en revisión 271/2017, el cual dio origen a la tesis aislada I.3o.C.360 C (10a.), de título y 
subtítulo: "ACCIÓN PROFORMA. TIENE INTERÉS JURÍDICO LA PERSONA QUE, OSTENTÁNDOSE COMO 
PROPIETARIA DEL INMUEBLE, RECLAMA SU FALTA DE LLAMAMIENTO AL JUICIO.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 73, diciembre de 2019, Tomo 
II, página 1017, con número de registro digital: 2021187. 
 
Tesis de jurisprudencia 67/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de diecinueve de abril de dos mil veintitrés.  
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Esta tesis se publicó el viernes 08 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de 
septiembre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2027190 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Común, Penal 

Tesis: 1a./J. 71/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN SOBRE LA MEDIDA 
PROVISIONAL DE RESTITUCIÓN DE BIENES INMUEBLES OBJETO DE DELITO, SIN NECESIDAD DE 
AGOTAR ALGÚN RECURSO ORDINARIO PREVISTO EN EL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron criterios contradictorios 
respecto a si es necesario o no agotar algún recurso ordinario previsto por el Código Nacional de 
Procedimientos Penales a fin de cumplir con el principio de definitividad y combatir, vía amparo 
indirecto, la resolución concerniente a la medida provisional de restitución de bienes inmuebles 
objeto del delito, prevista por el artículo 111 del mismo ordenamiento. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que no es 
necesario agotar algún medio de impugnación ordinario previsto en el Código Nacional de 
Procedimientos Penales como condición para promover un juicio de amparo indirecto en contra de 
la resolución que concierne a la medida provisional de restitución de bienes inmuebles objeto del 
delito, prevista por el artículo 111 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 
 
Justificación: En los artículos 465 y 467 del Código Nacional de Procedimientos Penales, se prevén 
los recursos de revocación y de apelación a través de los cuales diversas resoluciones judiciales 
pueden ser modificadas, revocadas o nulificadas; sin embargo, dentro de las hipótesis previstas en 
ambas disposiciones legales, no se encuentra el supuesto relativo a la impugnación de la orden 
como medida provisional de restituir el inmueble materia del delito en favor del ofendido. De 
manera específica, ninguna de las once fracciones del artículo 467 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales contempla el supuesto a través del cual se ordena como medida provisional 
a favor de la víctima u ofendido del delito, restablecer las cosas al estado previo en que se 
encontraban, según lo dispone el artículo 111 del mismo ordenamiento. De esta manera, si el 
recurso de apelación no está diseñado para combatir la resolución reclamada en el juicio de amparo, 
entonces, no puede exigirse a la parte quejosa que agote ese medio de impugnación antes de acudir 
a la vía constitucional. En términos del artículo 61, fracción XVIII, último párrafo, de la Ley de 
Amparo, la exigencia de agotar recursos ordinarios, antes de acudir al juicio de amparo, sólo puede 
operar en aquellos casos en los que, tanto la parte quejosa como el órgano aplicador de las normas 
adjetivas ordinarias, no se ven en la necesidad de realizar un ejercicio interpretativo "adicional" 
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(demasiado sofisticado o complejo) para tener la certeza de que, efectivamente, procede un medio 
de control ordinario. En el caso, se necesitaría un razonamiento analógico de relativa complejidad 
para caracterizar la medida provisional prevista en el artículo 111 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales como una figura asimilable a una providencia precautoria o a una medida 
cautelar, por ser supuestos explícitamente susceptibles de apelación. Ese razonamiento únicamente 
podría lograrse a partir de un discernimiento sobre la naturaleza de las medidas comparadas y sobre 
la genuina intención del legislador. Exigir a la parte quejosa la realización de ese ejercicio 
interpretativo resultaría en un obstáculo procesal injustificado e incompatible con lo dispuesto en 
el artículo 61, fracción XVIII, último párrafo, de la Ley de Amparo, el cual pretende hacer del juicio 
de amparo un medio de control accesible y efectivo. 
 
PRIMERA SALA. 
Contradicción de criterios 35/2022. Entre los sustentados por el Tercer Tribunal Colegiado del 
Trigésimo Circuito, el Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito, el 
Octavo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, el Primer Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito. 
22 de febrero de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y la 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: 
Patricia del Arenal Urueta. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 
64/2019, en el que sostuvo que sí procede el recurso de apelación previsto por el artículo 467, 
fracción V, del Código Nacional de Procedimientos Penales en contra de la determinación que recae 
a la medida de restitución prevista en el artículo 111 del mismo ordenamiento. Por tanto, consideró 
que dicho medio de impugnación debe ser agotado para cumplir con el principio de definitividad 
que rige el juicio de amparo; 
 
El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 107/2016, el cual dio origen a la tesis aislada VIII.P.T.1 P (10a.), de 
título y subtítulo: "MEDIDA PROVISIONAL QUE ORDENA RESTITUIR A LA VÍCTIMA U OFENDIDO EL 
BIEN INMUEBLE OBJETO DEL DELITO, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 111 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES. AL NO ENCONTRARSE EN NINGUNA DE LAS HIPÓTESIS DE 
PROCEDENCIA DE LOS RECURSOS DE REVOCACIÓN Y APELACIÓN EN SU CONTRA, ES IMPUGNABLE 
A TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO [INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 
119/2011 (9a.)].", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 24 de febrero de 
2017 a las 10:26 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
39, febrero de 2017, Tomo III, página 2309, con número de registro digital: 2013759; 
 
El sostenido por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 130/2019, en el que consideró que la medida de restitución prevista por el 
artículo 111 del Código Nacional de Procedimientos Penales no corresponde a una medida cautelar 
o providencia precautoria respecto de la cual el artículo 467 de dicho ordenamiento establezca 
expresamente la procedencia del recurso de apelación. En consecuencia, estimaron innecesaria su 
interposición antes de promover el juicio de amparo indirecto; 
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El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver la queja 
4/2020, en la que consideró que la medida de restitución prevista por el artículo 111 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales no corresponde a una medida cautelar o providencia 
precautoria respecto de la cual el artículo 467 de dicho ordenamiento establezca expresamente la 
procedencia del recurso de apelación. En consecuencia, estimaron innecesaria su interposición 
antes de promover el juicio de amparo indirecto; y 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito, al resolver 
los amparos en revisión 288/2019 y 358/2019, los cuales dieron origen a la tesis aislada VII.2o.P.12 
P (10a.), de título y subtítulo: "MEDIDA PROVISIONAL DE RESTITUCIÓN DE BIENES INMUEBLES 
OBJETOS DEL DELITO A LA VÍCTIMA U OFENDIDO, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 111 DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DIRIME SU SOLICITUD ES 
IMPROCEDENTE EL RECURSO DE APELACIÓN, POR LO QUE ES INNECESARIO AGOTARLO PREVIO A LA 
PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO [INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 
119/2011 (9a.)].", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de noviembre 
de 2020 a las 10:17 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 80, noviembre de 2020, Tomo III, página 2077, con número registro digital: 2022369. 
 
Tesis de jurisprudencia 71/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de diez de mayo de dos mil veintitrés. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de 
septiembre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2027192 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Común, Penal 

Tesis: 1a./J. 95/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER RECURSOS EN EL JUICIO DE AMPARO. CUENTAN CON ELLA LAS 
PERSONAS AUTORIZADAS EN TÉRMINOS AMPLIOS POR EL DEFENSOR QUE PROMUEVE UN JUICIO 
DE AMPARO EN REPRESENTACIÓN DE UNA PERSONA IMPUTADA. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes problematizaron si una persona 
autorizada por un defensor que promovió un juicio de amparo en nombre de una persona imputada 
cuenta o no con legitimación para interponer recursos en dicho juicio. Para uno de esos órganos 
jurisdiccionales, conforme al artículo 12 de la Ley de Amparo, la persona defensora no puede 
delegar sus funciones en terceras personas y, en consecuencia, la autorizada no puede hacer valer 
medios de impugnación. El otro tribunal determinó que si la persona defensora tiene facultades 
para accionar el juicio constitucional, entonces puede designar personas autorizadas en términos 
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del referido precepto. En este sentido, las personas autorizadas sí pueden interponer recursos en el 
juicio de amparo. 
 
Criterio jurídico: Si una persona defensora promueve un juicio de amparo en representación de una 
imputada, la autorización que realice en términos amplios del artículo 12 de la Ley de Amparo otorga 
legitimación a las personas autorizadas para interponer los recursos procedentes en el juicio de 
amparo. 
 
Justificación: La función que realiza la persona defensora de una imputada dentro de una 
controversia de naturaleza penal es tan relevante que los artículos 10 y 14 de la Ley de Amparo le 
otorgan representación legal para promover en su nombre el juicio de amparo. En la demanda, la 
persona defensora puede acceder a los mecanismos de protección procedentes en el juicio, entre 
ellos, solicitar la suspensión de los actos reclamados o nombrar personas autorizadas en términos 
amplios o restringidos conforme al artículo 12 de la Ley de Amparo. Esto último con la finalidad de 
que la auxilien en la defensa de los intereses de la parte quejosa a quien representa dentro del juicio 
de amparo y cuya designación prevalecerá durante la sustanciación de ese procedimiento, mientras 
la calidad de persona defensora quede acreditada. 
Bajo esa lógica, si bien el referido artículo 12 en su párrafo primero faculta a la parte quejosa y a 
terceros interesados para designar personas autorizadas, la lectura de ese numeral no debe hacerse 
de forma restrictiva, sino reconociendo las formas de representación legal diseñadas en la norma 
especial para que una tercera persona pueda promover el juicio en su nombre y realizar esas 
autorizaciones, como ocurre con los defensores en materia penal. 
Con base en lo anterior, si el defensor de una persona imputada, al ejercer la representación especial 
que le es reconocida en la ley de la materia promueve un juicio de amparo como si se tratara de la 
parte quejosa, entonces no tiene la calidad de autorizado en el juicio de amparo, por lo que al 
señalar personas autorizadas no está sustituyendo o delegando sus facultades en una tercera 
persona. 
En ese supuesto, las personas autorizadas por un defensor en los términos amplios que señala el 
artículo 12 de la Ley de Amparo que cuentan con la calidad específica de ser licenciadas en derecho, 
están legitimadas para interponer los recursos que procedan dentro del juicio de amparo y así 
defender los derechos e intereses de la parte quejosa. 
 
PRIMERA SALA. 
Contradicción de criterios 28/2023. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Tercer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 
10 de mayo de 2023. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y de la Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat. Disidentes: Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
reservó su derecho para formular voto particular, y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 34/2014, el cual dio origen a la tesis aislada III.2o.P.55 P (10a.), de título y 
subtítulo: "LEGITIMACIÓN EN EL RECURSO DE REVISIÓN PROMOVIDO CONTRA UNA SENTENCIA DE 
AMPARO INDIRECTO EN MATERIA PENAL. CARECE DE ELLA EL AUTORIZADO POR EL DEFENSOR 
PARTICULAR DEL INCULPADO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 12 DE LA LEY DE LA MATERIA.", 
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publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de junio de 2014 a las 12:30 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 7, junio de 2014, Tomo 
II, página 1746, con número de registro digital: 2006632; y, 
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver la 
queja 106/2015, la cual dio origen a la tesis aislada I.3o.P.42 P (10a.), de título y subtítulo: 
"DEFENSOR DEL QUEJOSO PARA LOS EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. CUENTA CON LEGITIMACIÓN 
LEGAL PARA DESIGNAR AUTORIZADOS EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 12 DE LA LEY DE LA MATERIA.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 19 de febrero de 2016 a las 10:15 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 27, febrero de 
2016, Tomo III, página 2054, con número de registro digital: 2011045. 
 
Tesis de jurisprudencia 95/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintiuno de junio de dos mil veintitrés. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de 
septiembre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2027195 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal, Común 

Tesis: 1a./J. 9/2021 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
MEDIO DE DEFENSA INNOMINADO PREVISTO POR EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES. EL INCULPADO O QUIEN SE OSTENTE COMO TAL, NO ESTÁ OBLIGADO 
A INTERPONERLO, PREVIAMENTE A PROMOVER JUICIO DE AMPARO. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron criterios distintos al 
determinar si era necesario que el imputado o quien se ostentara como tal, agotara el medio de 
defensa ordinario previsto en el artículo 258 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
previamente a promover el juicio de amparo, ello con el objeto de cumplir con el principio de 
definitividad, o bien, si sólo resulta exigible su interposición para el ofendido o víctima de algún 
delito. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que, 
atendiendo al espíritu del legislador federal en la creación del recurso innominado a que se refiere 
el artículo 258 del Código Nacional de Procedimientos Penales, y ante la redacción restrictiva del 
mismo, en el que sólo se señala a la víctima u ofendido del delito; debe prevalecer como criterio 
que el inculpado o quien se ostente como tal no está obligado a interponerlo, previamente a 
promover el juicio de amparo. 
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Justificación: Ello, porque el artículo 258 del Código Nacional de Procedimientos Penales se 
conceptualiza como una forma de garantizar el derecho de acceso a la justicia de la víctima u 
ofendido; por dos razones: primero, porque dicho artículo emerge dentro del nuevo paradigma del 
sistema acusatorio penal, cuya reforma debe asociarse a la diversa en materia de derechos 
humanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el diez de junio de dos mil once, con el fin 
de armonizar un sistema en el cual, entre otras cuestiones, se priorice la protección de los derechos 
de la víctima u ofendido, asignándole un papel preponderante dentro del proceso penal; y, segundo, 
porque de una interpretación teleológica del artículo en estudio, se advierte que las 
determinaciones impugnables en términos del referido artículo 258, son aquellas que afectan 
principalmente a la víctima u ofendido, atendiéndose a su papel activo dentro del proceso. Además, 
porque conforme al principio de definitividad, se exige a la parte quejosa que previo a la 
interposición del juicio, agote los recursos contemplados en la ley, mediante los cuales se pueda 
modificar, revocar o nulificar el acto impugnado, porque de no hacerlo así, se podría declarar su 
improcedencia, con base en las causales previstas en el artículo 61 de la Ley de Amparo; sin 
embargo, esa improcedencia debe ser manifiesta e indudable, esto es, el juzgador no debe acudir a 
mayor interpretación, sino que se debe advertir claramente de la ley o del análisis de las constancias 
que se estimen conducentes. En ese contexto, si en el artículo multicitado se precisa en forma clara 
que la interposición del recurso innominado a que se refiere, únicamente corresponde interponerlo 
a la víctima u ofendido, no ha lugar a hacer mayor interpretación, porque ése fue el espíritu del 
legislador y de otra forma no se estaría dando cumplimiento a lo señalado en el artículo 113 de la 
Ley de Amparo, porque la causa de improcedencia no sería notoria ni manifiesta. 
 
PRIMERA SALA. 
Contradicción de tesis 177/2020. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Tercer Circuito y el Pleno en Materia Penal del Primer Circuito. 23 de junio de 2021. 
Mayoría de tres votos de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Norma Lucía Piña Hernández y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al resolver la queja 
3/2020 en la que sostuvo que no se advierte una razonabilidad lógico-jurídica que lleve a establecer 
que resulta innecesario agotar el medio de defensa previsto en el artículo 258 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales por parte del imputado, previo a acudir al juicio de amparo a reclamar 
una actuación del agente del Ministerio Público, pues de aceptarse dicha excepción se originaría un 
desequilibrio procesal, ya que las partes no se encontrarían en igualdad de condiciones procesales, 
en cuanto a la exigencia de agotar dicho recurso innominado, respecto del cual conoce el Juez de 
Control, ya que de no entenderlo así, desconocería el espíritu de la reforma constitucional de 
dieciocho de junio de dos mil ocho, respecto del nuevo Sistema de Justicia Penal, con el surgimiento 
de los Jueces de Control, lo que implicaría que cada vez que el Ministerio Público incurra en una 
omisión o retraso en determinada carpeta de investigación o emita alguna determinación, el 
ofendido o víctima o imputado acudiría al juicio de amparo a hacer valer aspectos de mera legalidad; 
y, por consiguiente, el juicio de amparo sustituiría el control estatuido por dicha reforma, colocando 
al Juez de Distrito en la realización de funciones originarias constitucional y legalmente reservadas 
al Juez de Control, y 
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El sustentado por el Pleno en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 
6/2019, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PC.I.P. J/61 P (10a.), de título y subtítulo: 
"MEDIO DE IMPUGNACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES. CUANDO EL ACTO RECLAMADO CONSISTA EN LAS DETERMINACIONES 
MINISTERIALES QUE SEÑALA O EN OMISIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO EN LA ETAPA DE 
INVESTIGACIÓN EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL, EL IMPUTADO O QUIEN SE 
OSTENTE CON TAL CARÁCTER NO ESTÁ OBLIGADO A AGOTAR TAL RECURSO PREVIO A PROMOVER 
EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO."; publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
15 de noviembre de 2019 a las 10:26 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 72, Tomo II, noviembre de 2019, página 1430, con número de registro digital: 
2021064. 
 
Tesis de jurisprudencia 9/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de dieciocho de agosto de dos mil veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de septiembre de 2021 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de 
septiembre de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 
Nota: Por instrucciones de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la tesis que 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de septiembre de 2021 
a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 5, 
Tomo II, septiembre de 2021, página 1841, con número de registro digital: 2023531, se publica 
nuevamente con la corrección en el texto que la propia Sala ordena. 
Esta tesis se republicó el viernes 08 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 

 
 

Registro digital: 2027200 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 113/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO MIGRATORIO. LAS PERSONAS MIGRANTES TIENEN DERECHO 
A UNA DEFENSA ADECUADA IRRENUNCIABLE COMO GARANTÍA DEL DERECHO AL DEBIDO 
PROCESO. 
 
Hechos: Diversas personas migrantes fueron detenidas en una estación migratoria por autoridades 
adscritas al Instituto Nacional de Migración, por un periodo superior a treinta y seis horas, para 
averiguar su situación de regularidad dentro del territorio nacional. En contra de esa detención, 
entre otros actos reclamados, las personas migrantes presentaron demanda de amparo indirecto. 
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El Juzgado de Distrito del conocimiento resolvió, por una parte, sobreseer en el juicio de amparo y, 
por otra, concederlo. Contra esa determinación, las partes interpusieron recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que en todo 
procedimiento migratorio, ya sea frente a la imposibilidad o la negativa de una persona migrante 
de designar a una persona para su defensa adecuada, el Estado se encuentra obligado a asignársela 
de oficio, de forma irrenunciable, como medida necesaria y reforzada para su protección. 
 
Justificación: Lo anterior, toda vez que sobre las personas migrantes opera una presunción de 
desconocimiento de las normas que les asisten para su protección y defensa en el ordenamiento 
jurídico mexicano, razón por la cual el Estado tiene la obligación de aplicar medidas reforzadas de 
protección que nivelen su situación de desventaja, particularmente para el ejercicio del derecho 
humano al debido proceso. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 388/2022. Ramón Ricardo Mendoza Verdecia y otros. 15 de marzo de 2023. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente, y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien formuló voto aclaratorio, concurrente y particular. Ponente: Ministro Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz. 
 
Tesis de jurisprudencia 113/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de treinta de agosto de dos mil veintitrés. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de 
septiembre de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
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PRESENTACIÓN Y ALOJAMIENTO DE PERSONAS EXTRANJERAS EN ESTACIONES MIGRATORIAS. LA 
LEY DE MIGRACIÓN ES ACORDE AL RÉGIMEN CONSTITUCIONAL Y CONVENCIONAL SOBRE LA 
PRIVACIÓN LEGÍTIMA DE LA LIBERTAD DE LAS PERSONAS MIGRANTES EN TERRITORIO NACIONAL. 
 
Hechos: Tres personas indígenas mexicanas fueron detenidas por agentes adscritos al Instituto 
Nacional de Migración en el marco de una revisión migratoria realizada en el Estado de Querétaro. 
A pesar de que las personas mostraron sus documentos de identificación, las autoridades 
consideraron que eran falsos, pues asumieron que en realidad eran personas de nacionalidad 
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guatemalteca. Por esta razón, las personas fueron detenidas, presentadas y alojadas en una estación 
migratoria, lo que dio inicio al procedimiento administrativo correspondiente. Las personas 
promovieron un juicio de amparo indirecto en el que, entre otras cuestiones, reclamaron la 
inconstitucionalidad de distintos preceptos de la Ley de Migración, vigente al momento de los 
hechos, por considerar que vulneraban el derecho a la igualdad y no discriminación, el derecho al 
libre tránsito y el derecho a la libertad personal. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio de amparo, 
lo cual fue impugnado mediante recurso de revisión. El Tribunal Colegiado del conocimiento levantó 
el sobreseimiento y reservó jurisdicción a esta Suprema Corte para conocer de los temas 
constitucionales. 
 
Criterio jurídico: Los artículos 20, fracción VII, 100 y 121 de la Ley de Migración, que prevén la 
facultad de las autoridades del Instituto Nacional de Migración para presentar y alojar a las personas 
que tengan una situación jurídica irregular en el país en las estaciones migratorias o en los lugares 
habilitados para tal fin, son constitucionales al establecer una medida de carácter administrativo 
que persigue una finalidad legítima. 
 
Justificación: Aun cuando la presentación y el alojamiento de las personas extranjeras en una 
estación migratoria representa una limitación a su derecho a la libertad personal, lo cierto es que 
se trata de una medida que persigue una finalidad legítima conforme a los estándares emitidos por 
la Corte Interamericana, toda vez que el propósito es el control y la regulación de su ingreso y 
permanencia dentro del territorio nacional. Además, no se trata de una medida de carácter penal, 
sino de naturaleza administrativa que obliga a las autoridades competentes a respetar en todo 
momento sus derechos humanos. 
Asimismo, conforme a la Ley de Migración, las estaciones migratorias son lugares específicamente 
habilitados para la permanencia de personas extranjeras mientras se regulariza su estancia en el 
país o mientras reciben la asistencia para su retorno, lo que se ajusta al estándar convencional que 
señala que en los establecimientos migratorios se debe garantizar un régimen adecuado que 
procure la situación migratoria de las personas y que, además, los espacios sean distintos a los 
destinados para la detención de personas acusadas o condenadas por la comisión de algún delito. 
Sin embargo, al ejercer sus facultades, las autoridades migratorias deben atender al principio de no 
arbitrariedad, de ahí que deban realizar la presentación de forma razonable, previsible y 
proporcional, atendiendo siempre a las circunstancias individualizadas de quienes se encuentren 
involucradas, a fin de no vulnerar el derecho humano a la libertad personal de las personas 
migrantes. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 275/2019. 18 de mayo de 2022. Mayoría de tres votos en relación con la 
constitucionalidad de los artículos 20, fracción VII, 100 y 121 de la Ley de Migración de los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat. Disidentes: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto particular y 
Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretaria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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